
En la red social X (ex-Twit-
ter) ha circulado un video con
imágenes realizadas con inteli-
gencia artificial, con más de 140
mil reproducciones, en que se
señala que de aprobarse la
propuesta quedarían libres
presos como Miguel Krassnoff
(que acumula más de mil años de
condenas por delitos de lesa
humanidad); Hugo Bustamante
en el año 2040 (condenado a
presidio perpetuo calificado por
la muerte de la menor Ámbar
Cornejo y otros delitos) y que
“Paul Schaffer, líder de Colonia
Dignidad y pedófilo serial fue
detenido a los 83 años, con el
texto republicano no habría
pisado una cárcel”, haciendo
referencia a un supuesto indulto
o cambio de pena para condena-
dos mayores de 75 años. 

¿La propuesta constitucional
incluye la libertad para presos
mayores de 75 años?

La propuesta afirma en el
Capítulo II, artículo 16, inciso
cuatro, letra h, que “las personas
condenadas a una pena privativa
de libertad podrán solicitar al
tribunal competente la sustitu-
ción de dicha pena por la de
reclusión domiciliaria total
siempre que se acredite confor-
me a la ley, la existencia de una
enfermedad terminal y que el
condenado no represente un
peligro actual para la sociedad”. 

La reclusión domiciliaria de
mayores de 75 años o personas
con enfermedades terminales fue
propuesta como enmienda por el
Partido Republicano en la discu-
sión del Consejo Constitucional,
pero luego de ser debatida en la
Comisión de Principios, Derechos
Civiles y Políticos, fue rechazada.

Los expertos coinciden en que
lo afirmado en el viral de X no es
verdadero, ya que de ser apro-
bada la propuesta, se podrá
optar por reclusión domiciliaria
(no libertad) y solo para enfer-
mos terminales y no por edad,
siempre que además no repre-
senten un peligro para la socie-
dad. Dicha decisión recaería en
un tribunal competente. 

Gaspar Jenkins, abogado y
académico de Derecho UDD,
afirma que en la propuesta se
consigna que quienes padezcan
una enfermedad terminal
puedan solicitar reclusión
domiciliaria, pero que lo ante-
rior no sería un ejercicio inme-
diato, debe ser solicitado a un
tribunal y este debe comprobar
que “tenga una enfermedad

terminal y no sea un riesgo para la
sociedad”. El abogado detalla que
eso dependerá “exclusivamente de
la exigencia con la que los jueces
miren esta norma porque la norma
en sí mismo es vaga”.

Por otro lado, Rodrigo Pérez de
Arce, abogado y académico de
Derecho en la UC, aclara que “las
personas no quedan libres en

ningún caso, sino que se cambia
su pena por reclusión domiciliaria”
y que “el artículo es muy claro en
establecer algunas condiciones”.
De igual forma detalla que se
necesitará la intervención de un
tribunal para acreditar que exis-
tan los requisitos y que se dicte
una ley que determine “qué califi-
cación exacta va a tener esta

existencia de una enfermedad
terminal y que el condenado no
representa un peligro”.

Oscar Guzmán, abogado y direc-
tor de la Escuela de Derecho de la
Universidad de Talca, aclara que “la
libertad es distinta al arresto domi-
ciliario, el arresto domiciliario es una
reclusión de hecho y es equiparable
a una pena privativa en una cárcel”.
Guzmán detalla que, de ser aproba-
do el texto, cualquier condenado
podrá solicitar que se le cambie el
cumplimiento de la pena en caso de
tener una enfermedad terminal,
pero debe cumplir con ese requisito
y su reclusión domiciliaria no debe
ser un peligro.

Presos mayores de 75 años no quedarían libres 
de aprobarse la propuesta, como señala campaña 
no oficial del En contra

La propuesta no menciona libertad para los
presos mayores de 75 años, sino sustitución de
penas para quienes tengan enfermedades
terminales, lo que deberá ser establecido por un
tribunal competente.

Una de las frases que se ha repeti-
do desde que inició la franja electoral
en el segmento de Ciudadanos a
Favor de Chile es la referencia a las
listas de espera. En un spot transmi-
tido varias veces se indica “gana la
democracia cuando se acaban las
esperas eternas y te garantizan el
acceso a la salud y el derecho a
elegirla”, mientras en el fondo se
visualizan titulares de noticias sobre
aumento en las listas de espera de la
salud pública e imágenes de adultos
mayores en el pasillo de un hospital.

¿Puede una Constitución reducir el
número de personas que componen la
lista de espera?

El Polígrafo contactó al comando
de Ciudadanos a Favor de Chile para

conocer sus argumentos, quienes
afirmaron que “cuando la Constitu-
ción obliga al Estado a actuar y le
permite contar con los esfuerzos del
sector público y del sector privado, se
restaura la confianza en que el siste-
ma funciona para quienes padecen
enfermedades”. 

La propuesta constitucional men-
ciona la salud en 17 ocasiones. En el
Capítulo II, artículo 16, inciso 22, se
establece el derecho a la protección
de la salud integral, instaurando “un
plan de salud universal que tendrá
que ser ofrecido por instituciones
privadas y públicas sin discriminar
por edad, sexo o preexistencia médi-
ca”. Además, se indica que el Estado
“deberá sostener y coordinar una red
de establecimientos de salud de
acuerdo con estándares básicos y
uniformes de calidad”.

Los expertos consultados para esta
nota coinciden en que no hay nada
relativo a las listas de espera en la
propuesta y tampoco es un cuerpo
legal que pueda reducirlas.

Héctor Sánchez, especialista en
Salud Pública y director del Instituto
de Salud Pública de la U. Andrés
Bello (UNAB), comenta que “la
Constitución per se no garantiza y no
le corresponde tampoco garantizar el
término a la lista de espera”, pero que
sí habrá un compromiso del Estado
“para desarrollar un sistema de salud
que satisfaga las necesidades de las
personas y, en segundo lugar, un plan
universal de salud”, pero que de ser
aprobado el texto, será el Parlamento
el que definirá la oportunidad de
acceso a la salud de las personas, así
como la organización y los recursos
para evitar las listas de espera.

Por otro lado, Cristián Rebolledo,
médico salubrista y jefe del Programa

Políticas, Sistemas
y Gestión en Salud
de la U. de Chile,
dice que en la
propuesta no se
mencionan las listas
de espera y que no
es algo que pueda
quedar “amarrado”
con esta.

Rebolledo detalla
que la libertad de elegir sí queda
consignada, pero no se relaciona con
la disminución en las listas de espera
y cree que la problemática no se
relaciona con las listas, sino que con
los tiempos de espera, los que pueden
ser disminuidos con programas o
estrategias y no necesariamente con
una ley. 

De igual forma, Paula Bedregal,
especialista en Salud Pública y aca-
démica de la Facultad de Medicina
UC, dice que “ninguna Constitución
puede hacerse cargo de las listas de
espera”, por lo que la propuesta no
garantiza nada con respecto al tema
y cree que para reducir el tiempo de
espera de las listas se necesitan
“políticas específicas, leyes y una
adecuada implementación”. Además,
cree que de ser aprobado el texto
necesitaría varias modificaciones
legales, ya que “es un marco global
(...) hay muchas formas de construir
un plan de salud universal o plan de
beneficios se llama también y eso
requiere de una ley específica”. 

La polémica por la campaña del
A favor y la referencia a terminar
con las listas de espera

Los expertos afirman que la
propuesta no establece nada sobre
listas de espera en salud y que una
Constitución no puede garantizar
su reducción, ya que es materia de
ley y políticas públicas.
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